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Objeciones Presidenciales

OBJECIÓN PRESIDENCIAL AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 162 DE 2023 SENADO, 359 DE 2024 CÁMARA
por medio del cual se crean medidas de sensibilización, visibilización, prevención, 
protección, atención frente a la salud mental y la violencia del entorno digital en los niños, 
niñas y adolescentes, se modifican y adicional los artículos 3°, 30, 31 de la Ley 1616 de 

2013 y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 22 de agosto de 2025.
Honorable Senador
LIDIO ARTURO GARCÍA TURBAY
Presidente, Senado de la República
Congreso de la República
E. S. D.
Referencia: Proyecto de Ley número 162 de 2023 Senado, 359 de 2024 Cámara, 

por medio del cual se crean medidas de sensibilización, visibilización, prevención, 
protección, atención frente a la salud mental y la violencia del entorno digital en los niños, 
niñas y adolescentes, se modifican y adicional los artículos 3°, 30, 31 de la Ley 1616 de 2013 y 
se dictan otras disposiciones.

Asunto: Objeciones gubernamentales por inconveniencia y por inconstitucionalidad del 
proyecto de ley de la referencia.

Respetados presidentes del honorable Senado de la República y de la honorable Cámara de 
Representantes.

Sin la correspondiente sanción ejecutiva, el Gobierno nacional devuelve el Proyecto de 
Ley número 162 de 2023 Senado, 359 de 2024 Cámara, por medio del cual se crean medidas 
de sensibilización, visibilización, prevención, protección, atención frente a la salud mental y 
la violencia del entorno digital en los niños, niñas y adolescentes, se modifican y adicional 
los artículos 3°, 30, 31 de la Ley 1616 de 2013 y se dictan otras disposiciones, por razones de 
inconstitucionalidad e inconveniencia, con fundamento en los artículos 165, 166, 167, 200 y 
241.8 de la Constitución Política, que permiten al Gobierno nacional objetar por razones de 
inconstitucionalidad e inconveniencia los proyectos de ley, y disponen en tal caso, su devolución 
a la cámara en que tuvo origen, para que se surta el trámite previsto en la Constitución Política 
y en la Ley 5ª de 1992.

I.	 OPORTUNIDAD
Teniendo en cuenta: (i) que el proyecto de ley de la referencia fue recibido en el Departamento 

Administrativo de la Presidencia de la República el 8 de agosto de 2025, según consta en la 
Comunicación EXT25-00115274; que (ii) el precitado proyecto de ley tiene veintidós (22) 
artículos; (iii) y que conforme al artículo 166 de la Constitución Política las objeciones por 
inconstitucionalidad o por inconveniencia, para proyectos de ley con más de veintiuno artículos 
es de diez (10) días hábiles; el cómputo para la presente objeción culmina el 25 de agosto de 
2025.

II.	 DE LAS OBJECIONES
2.1. 	 Contenido del proyecto de ley objetado
A continuación, se procede a mencionar los apartes del proyecto de ley sobre el cual se 

plantean las objeciones por inconstitucionalidad e inconveniencia:
Proyecto de Ley número 162 de 2023 Senado, 359 de 2024 Cámara, por medía del cual se 

crean medidas de sensibilización, visibilización, prevención, protección, atención frente a la 
salud mental y la violencia del entorno digital en los niños, niñas y adolescentes, se modifican y 
adicional los artículos 3°, 30, 31 de la Ley 1616 de 2013 y se dictan otras disposiciones.

“EL CONGRESO DE COLOMBIA
DECRETA:

(…)
Artículo 20. Inspección, vigilancia y control. La inspección, vigilancia y control frente al 

cuidado y protección de la salud mental quedará a cargo del Ministerio de Salud y Protección 
Social.

El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones brindará 
acompañamiento en el componente de la sensibilización frente a los riesgos generados en 
entornos digitales”.

Presidencia de la República

Al respecto el inciso primero del artículo 20 del proyecto de ley de la referencia, es 
inconstitucional e inconveniente en cuanto contraviene:

-	 El artículo 209 de la Constitución Política que establece la función administrativa.
-	 El diseño del Sisterna General de Seguridad Social en Salud. 
-	 La reserva de ley de la potestad sancionatoria del Estado.
A continuación, se exponen las razones que fundamentan las objeciones.
2.2. 	 Objeciones por inconstitucionalidad
2.2.1. 	 De la vulneración al artículo 209 de la Constitución Política de 

Colombia
El Proyecto de Ley número 162 de 2023 Senado, 359 de 2024 Cámara, objeto del presente 

concepto pretende establecer en su artículo 20 la función de inspección, vigilancia y control, 
frente al cuidado y protección de la salud mental, a cargo del Ministerio de Salud y Protección 
Social.

No obstante, lo pretendido vulnera a todas luces lo consagrado en el artículo 2091 de 
la Constitución Política. Al respecto de este artículo, la jurisprudencia constitucional ha 
determinado.

“El artículo 209 Superior establece los principios, objeto y el control de la función 
administrativa, distinguiéndolos como lo ha señalado esta Corporación, entre principios 
finalísticos, funcionales y organizacionales. Entre los primeros (finalísticos), tenemos que la 
función administrativa propiamente dicha, se encuentra al servicio de los intereses generales 
del Estado; entre los funcionales se encuentran la igualdad, la moralidad eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad; y, por último, entre los organizacionales se hallan la 
descentralización, desconcentración y delegación de funciones.”2

En este sentido, uno de los principios organizacionales fundamentales de la función 
administrativa es la adecuada organización y funcionamiento de las entidades en los niveles 
nacional, departamental y municipal.

Para el caso objeto de este escrito, debemos referirnos a la organización y funcionamiento 
de los Ministerios y de las Superintendencias. entidades del nivel nacional, consagradas en la 
Ley 4ª de 1988 y cuyos objetos esenciales son diametralmente diferentes, siendo la primera, la 
encargada de la formulación y adopción de las políticas, planes generales, programas y proyectos 
del Sector Administrativo que dirigen (artículo 58), y la segunda, la que desarrolla funciones de 
inspección y vigilancia atribuidas por la ley o mediante delegación que haga el Presidente de la 
República previa autorización legal (artículo 66).

De acuerdo con lo anterior, lo pretendido en el artículo 20 de la iniciativa legislativa ya 
mencionada, devendría en una desnaturalización de las funciones del Ministerio de Salud y 
Protección Social, órgano rector del sector salud, que ejerce funciones de inspección, vigilancia 
y control.

Las funciones de inspección, vigilancia y control del sector salud corresponden a la 
Superintendencia Nacional de Salud, entidad que de acuerdo a lo consagrado en la Ley 1122 de 
2007 por medio de la cual se crea el Sistema de Inspección, Vigilancia y Control del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud, en cabeza de la Superintendencia Nacional de Salud, 
debe ejercer las mencionadas funciones de acuerdo a los siguientes ejes: financiamiento, 
aseguramiento, prestación de servicios de atención en salud pública, atención al usuario y 
participación social, acciones y medidas especiales, información y focalización de los subsidios 
en salud.

Con todo, no es viable atribuir las funciones de inspección, vigilancia y control al 
Ministerio de Salud y Protección Social ya que es el mismo organismo que formula, adopta 
y diseña los programas del sector administrativo de salud.

Así las cosas, la sanción de la presente iniciativa legislativa contrariaría las disposiciones 
constitucionales que protegen la función administrativa y la organización y funcionamiento de 
las entidades del orden nacional.

2.2.2. 	 Reserva legal de la facultad sancionatoria
El artículo 230 de la Ley 100 de 1993 establece que el régimen sancionatorio estará a cargo 

de la Superintendencia Nacional de Salud, desarrollando así su aplicación y funcionamiento.
Sobre este respecto es menester señalar que la potestad sancionatoria del Estado cuenta 

con reserva de ley, y solo será admisible trasladar dicha potestad a la Rama Ejecutiva, como 
1	 Ver Constitución Política: “Artículo 209. La función administrativa está al servicio de los inteses 

generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la 
desconcentración de funciones.”

2	 Ver Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-561 de 1999.
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lo pretende la presente iniciativa legislativa, cuando se cumplan con ciertas condiciones y 
requisitos en específicos, mencionados por la el Consejo de Estado donde se indica que frente 
al derecho administrativo sancionatorio, la jurisprudencia establece que ciertos elementos 
esenciales deben estar definidos por ley, como es la conducta sancionable, la sanción 
correspondiente, la autoridad competente y el procedimiento para imponerla, y aunque se 
permite mayor flexibilidad que en el derecho penal, incluyendo conductas indeterminadas y 
Upas en blanco, el legislador debe garantizar un contenido mínimo normativo. Esto implica 
describir los elementos básicos de la conducta sancionada y establecer el tipo y la cuantía de 
las sanciones.3

Adicionalmente se indica que, no solo la asignación de la función de inspección, vigilancia 
y control tiene reserva legal, sino que debe contar con criterios también creados por la ley para 
su ejercicio, como lo ha señalado la Corte Constitucional4.

Como se puede ver, en el proyecto de ley objeto de este concepto no se cumplen con 
los requisitos mínimos para trasladar la facultad sancionatoria que ejerce la Superintendencia 
Nacional de Salud al Ministerio de Salud y Protección Social, lo cual contraviene a todas luces 
lo estipulado por el Honorable Corte Constitucional y Consejo de Estado, generando una 
posible omisión legislativa relativa5 y, lo que devendría en una ley etérea que no podría ser 
cumplida, comprometiendo los derechos de los niños, niñas y adolescentes, población objeto 
del proyecto de ley.

2.3. 	 Objeción de inconveniencia
De la inconveniencia social y política en la modificación injustificada del Sistema 

General de Seguridad Social en Salud.
Como se esbozó en las razones de inconstitucionalidad, a través del artículo 20 del Proyecto 

de Ley número 162 de 2023 Senado, 359 de 2024 Cámara, se pretende trasladar la función de 
inspección vigilancia y control6 de la salud mental al Ministerio de Salud y Protección Social 
competencia que actualmente recae sobre la Superintendencia Nacional de Salud.
3	 Sentencia de la Sección Tercera - Subsección A del Consejo de Estado. Radicado número 11001-03-26-

000-2021-00207-00 de 2023 “En virtud de lo precedente, en el derecho administrativo sancionatorio, 
la jurisprudencia ha señalado que, al menos de forma general, los siguientes aspectos o elementos 
deben ser previstos en la ley, dado su carácter esencial o estructural: // i) la descripción de la conducta 
que da lugar a la sanción; // ii) la determinación de la sanción, // iii) la autoridad competente para 
aplicarla y iv) el procedimiento para su imposición. (…) // En ese contexto, existe una “mayor 
flexibilidad que se admite en la tipificación de las conductas en materia sancionatoria administrativa, 
según el cual es posible la definición de conductas indeterminadas y la utilización de la técnica de 
tipos en blanco”, de ahí que “las conductas o comportamientos que constituyen falta administrativa, 
no tienen por qué ser descritos con la misma minuciosidad y detalle que se exige en materia penal, 
permitiendo así una mayor flexibilidad en la adecuación típica”. La referida flexibilidad, de acuerdo 
con la jurisprudencia. implica que es necesario que el legislador incluya un contenido mínimo o 
adopte las decisiones básicas relativas a la definición. los alcances. los fines de las infracciones y 
sanciones, bajo lo que sería una “carga mínima de intensidad normativa”, lo que implica describir 
los elementos básicos de la conducta típica que será sancionada, así como la determinación del tipo y 
cuantía de las sanciones que serán impuestas.” (subrayado fuera de texto

4	 Corte Constitucional Sentencia C-782 de 2007: “Por consiguiente, concluye la Sala, en primer término, 
que la facultad de inspección y vigilancia tiene un origen constitucional y un fundamento legal, ya que su 
ejercicio sólo procede de conformidad con lo dispuesto por la Constitución y a partir de los parámetros 
y criterios generales determinados previamente por el Legislador. // En segundo lugar, que cuando el 
Presidente de la República o el Gobierno ejercen funciones de inspección y vigilancia, en armonía con 
lo dispuesto por el artículo 189 Superior, lo deben hacer siempre con fundamento en la regulación legal 
previamente existente, por cuanto la finalidad de la inspección y vigilancia es la de evaluar si se ha 
cumplido o no a cabalidad la ley. // Finalmente, la Corte reitera que la facultad de vigilancia e inspección 
constituye una facultad de control, entendida ésta como el poder de determinar la conformidad con la 
ley, esto es, encaminada a verificar si las normas respecto de un determinado ámbito jurídico se han 
cumplido o no para tomar las medidas sancionatorias o correctivas que sean del caso.”

5	 Corte Constitucional, Sentencia C-122 de 2020: “Las omisiones legislativas relativas se presentan 
cuando el Legislador, “al regular o construir una institución omite una condición o un ingrediente que, 
de acuerdo con la Constitución, sería exigencia esencial para armonizar con ella. v.gr.: si al regular 
un procedimiento, se pretermite el derecho de defensa”. Estas omisiones pueden ocurrir de distintas 
formas, las cuales han sido descritas por la jurisprudencia así:// “(i) cuando expide una ley que si 
bien desarrolla un deber impuesto por la Constitución, favorece a ciertos sectores y perjudica a otros; 
(ii) cuando adopta un precepto que corresponde a una obligación constitucional, pero excluye expresa 
o tácitamente a un grupo de ciudadanos de los beneficios que otorga a los demás; y (iii) cuando al 
regular una institución omite una condición o un elemento esencial exigido por la Constitución”.

6	 Sobre el concepto de inspección, vigilancia y control, la corte constitucional ha señalado: “(…) Por el 
contrario, la inspección y vigilancia no implica, de un lado, modificación del sujeto controlado, ya que 
lo que se busca es que este se acomode a la ley, y si no lo hace, se obliga mediante sanciones o medidas 
correctivas a que lo haga.”

Lo anterior, además de acarrear una inconstitucionalidad, resulta desfavorable desde un 
punto de vista político, social y administrativo.

Actualmente, el Sistema General de Seguridad Social en Salud está integrado en 
su componente de dirección, vigilancia y control que aglomera en su individualidad y 
responsabilidades particulares a: los Ministerios de Salud y Protección Social y Trabajo, al 
Consejo Nacional de Segundad Social en Salud y Superintendencia Nacional en Salud7.

La estructura y funcionamiento del Ministerio de Salud y Protección Social y de la 
Superintendencia Nacional de Salud se desarrollan en los Decreto Ley 4107 de 2011 “por cual 
se· determinan los objetivos y la estructura del Ministerio de Salud y Protección Social y se 
integra el Sector Administrativo de Salud y Protección Social” y el Decreto número 1081 de 
2021 “Por el cual se modifica la estructura de la Superintendencia Nacional de Salud”. En 
esta normativa se establece:

Como se avizora, las funciones de cada una de las entidades son diferentes y esto es así 
debido a la armonización y a la seguridad jurídica que se busca que exista dentro del sistema.

La Superintendencia, como entidad de naturaleza técnica adscrita al sector salud, 
pero con autonomía administrativa y financiera, ejerce funciones de control y sanción de 
manera independiente respecto de las entidades vigiladas, lo cual garantiza imparcialidad y 
objetividad. En cambio, el Ministerio de Salud cumple funciones de formulación, dirección 
y ejecución de políticas públicas, lo que lo ubica en un rol eminentemente rector y no 
sancionador.

Concentrar ambas competencias en el Ministerio implicaría una indebida acumulación 
de funciones, rompiendo el principio de separación entre quien diseña las políticas y quien 
controla su cumplimiento, debilitando así la transparencia, la eficacia del control y la 
confianza ciudadana en la vigilancia del sistema de salud.

Lo anterior se considera inconveniente en el ámbito político, social y administrativo, ya 
que no existe una justificación suficiente que, de lugar a la distorsión del diseño actual del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud confeccionado por el Estado, modificación 
que además comprometería el correcto funcionamiento del sistema y los derechos de todos 
sus afiliados.

Es de resaltar que en la ponencia para segundo debate, en el pliego de modificaciones, se 
propuso que la inspección, vigilancia y control de la promoción y atención en salud mental 
quedara a cargo de la Superintendencia Nacional de Salud8, sin embargo no hubo discusión 
al respecto y se decidió acoger el texto aprobado en la sesión plenaria de Senado de fecha 4 
de septiembre de 20249.

III.	 SOLICITUD
Sobre la base de los argumentos expuestos, la Presidencia de la República DEVUELVE 

al Congreso de la República el Proyecto de Ley número 162 de 2023 Senado, 359 de 2024 
Cámara, por medio del cual se crean medidas de sensibilización, visibilización, prevención, 
protección, atención frente a la salud mental y la violencia del entorno digital en los niños, 
niñas y adolescentes, se modifican y adicional los artículos 3°, 30, 31 de la Ley 1616 de 2013 
y se dictan otras disposiciones, sin la correspondiente sanción presidencial para que se dé 
trámite a las objeciones por inconstitucionalidad e inconveniencia presentadas.

Con todo lo anterior, se considera que la iniciativa legislativa es de gran importancia 
para la población y generaría un impacto positivo en el ámbito de salud mental de niños, 
niñas y adolescentes, siempre y cuando se modifique el artículo 20, garantizando la correcta 
implementación de lo pretendido en el proyecto de ley, así:

“Artículo 20. Inspección, vigilancia y control. La inspección, vigilancia y control frente 
al cuidado y protección de la salud mental estará a cargo de la Superintendencia Nacional 
de Salud.

El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones brindará 
acompañamiento en el componente de la sensibilización frente a los riesgos generados en 
entornos digitales.”

De los honorables congresistas, con el debido respeto
GUSTAVO PETRO URREGO

El Ministro de Salud y Protección Social,
Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez.

7	 Ver artículo 155 de la Ley 100 de 1993.
8	 Ver Gaceta del Congreso número 843 de 3 de junio de 2025.
9	 Ver https://www.youtube.com/watch?v=QFy5G3YTTTO, desde 7:48:14 a 7:55:35.
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Ministerio de Minas y Energía

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 40358 DE 2025

(agosto 20)
por la cual se modifica la Resolución número 40303 del 2022 “por la cual se expiden 
lineamientos para facilitar la coexistencia de proyectos ante eventuales casos de 

superposiciones parciales o totales entre proyectos del Sector Minero-Energético”.
El Ministro de Minas y Energía, en ejercicio de sus facultades legales, en especial 

de las que le confieren los numerales 5 y 6 del artículo 2º del Decreto 381 de 2012, el 
parágrafo 3º del artículo 17 de la Ley 56 de 1981, adicionado por el artículo 36 de la Ley 
2099 de 2021, y;

CONSIDERANDO:
Que, el artículo 2º de la Constitución Política establece que son fines esenciales del 

Estado servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad 
de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Que, el artículo 332 de la Constitución Política de Colombia establece que el Estado 
es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no renovables, sin perjuicio de los 
derechos adquiridos y perfeccionados con arreglo a las leyes preexistentes.

Que, el artículo 333 constitucional establece que “la ley delimitará el alcance de la 
libertad económica cuando así lo exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio 
cultural de la Nación”. Así entonces, el Ministerio de Minas y Energía, en desarrollo 
de sus competencias funcionales, deberá establecer mecanismos de intervención que 
garanticen el aprovechamiento eficiente de los recursos naturales no renovables y resuelva 
los conflictos que puedan obstaculizar el desarrollo armónico de proyectos estratégicos del 
Sector Minero-Energético.

Que, según dispone el artículo 334 de la Constitución Política, “la dirección general 
de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la 
explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, 
utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar 
la economía con el fin de conseguir [...] el mejoramiento de la calidad de vida de los 
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